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MINISTERIO 
DE HACIENDA 
Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL
 
DE RECURSOS CONTRACTUALES
 

Recurso nº  409/2013  C.A. Cantabria 029/2013  
Resolución nº  402/2013  

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL  ADMINISTRATIVO CENTRAL
  
DE RECURSOS CONTRACTUALES
  

 

En Madrid, a 19  de  septiembre de 2013.  

VISTO  el recurso interpuesto por  D. A.B.A.  en representación de la Sociedad BOAYA, 

S.L  contra el  acuerdo de adjudicación del  expediente de contratación Procedimiento  

Abierto  2012.2.CC.04.03.0001 correspondiente al “Acuerdo Marco de los Servicios de  

lavandería y lencería, reservado a centros especiales de empleo”,  convocado por el  

Servicio Cántabro de Salud,  el Tribunal, en sesión del día de la fecha,  ha adoptado la  

siguiente resolución:  

ANTECEDENTES DE HECHO.  

Primero.  En el Boletín  Oficial  de  Cantabria  nº  220, de 14  de noviembre  de 2012 fue 

publicada la Resolución del Director  Gerente  del Servicio Cántabro de Salud, por la que  

se convoca licitación publica para la celebración de un Acuerdo Marco de los Servicios de 

lavandería y lencería reservado a centros especiales de empleo.  

Esta licitación, asimismo,  fue anunciada en el Boletín  Oficial del Estado número 274, de  

14 de noviembre de 2012.  

Segundo.  Al  expediente de contratación al  que se refiere  este  recurso le es  de aplicación 

las normas del procedimiento abierto, tramitación ordinaria, previstas en el  Texto 

Refundido de la Ley  de Contratos  del  Sector  Público aprobado por  Real  Decreto  

Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, así como el Real Decreto 817/2009, de 8 de  

mayo por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2003, de 30 de octubre, de  

Contratos  de las  Administraciones  Públicas  y,  en cuanto no se encuentre derogado por  

dicho Texto Refundido o por el Real Decreto 817/2009, por el Reglamento General de la 

Ley  de  Contratos  de las  Administraciones  Públicas  (en adelante RGLCAP),  aprobado por  

el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre.  
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TEL: 91.349.14.46/47/51  
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Tercero. Según el acta de la mesa de contratación del día 12 de diciembre de 2012 se 

acuerda la apertura del sobre A de la empresa SOEMCA EMPLEO, S.L.U. en el que se 

contiene la documentación exigida en el Pliego de Condiciones Administrativas 

Particulares. 

En la reunión del día 19 de diciembre de 2012, según el Acta de la mesa de contratación, 

se procede a la apertura del sobre B en el que se contiene la oferta técnica y se acuerda 

recabar informe de los asesores técnicos de compras centralizadas del Servicio Cántabro 

de Salud sobre la documentación contenida en relación con los criterios de adjudicación 

no cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas establecidos en el Pliego de 

Cláusulas Administrativas Particulares. 

El Informe técnico solicitado por la mesa de contratación, de 6 de febrero de 2013, hace 

una valoración de las tres variantes presentadas por el único licitador, atribuyendo una 

puntuación total a la variante identificada como LCT de 23,67 puntos y a la variante 

Metalprogetti con 22,90 puntos. Respecto de la tercera variante, correspondiente a la 

empresa Zucchetti, se propone su exclusión por no cumplir las condiciones del Pliego de 

Prescripciones Técnicas en relación con el número de los armarios dispensadores 

previstos en el Pliego. 

En la reunión de la mesa de contratación, del día 20 de febrero de 2013 se debate el 

informe técnico estimándose suficientemente fundado y acuerda valorar las propuestas 

de las variantes de conformidad con la puntuación del informe técnico sobre los criterios 

de valoración no evaluables mediante fórmulas. 

Seguidamente, se procede la apertura del sobre C en el que se contiene la proposición 

económica. 

En la reunión de la mesa de contratación de 27 de febrero de 2013 se acuerda la 

clasificación de las ofertas presentadas y propone al órgano de contratación la 

adjudicación del Acuerdo Marco a la empresa, única licitadora, SOEMCA EMPLEO, 

S.L.U. 
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En esta propuesta se indicaba, entre otras circunstancias, que la oferta económica era de 

0,970 euros por Kg de ropa limpia y que en el Sobre B la puntuación obtenida era de 

22,90 puntos. 

Según resulta de la oferta económica presentada por la empresa SOEMCA EMPLEO, S.L 

el precio que ofertó por Kg de ropa limpia era de 0,97 euros, IVA excluido. 

En la Resolución de 27 de febrero de 2013 del Director Gerente de la Consejería de 

Sanidad y Servicios Sociales se clasifican la oferta requiriendo a la empresa SOEMCA 

EMPLEO, S.L.U., a que presente la documentación justificativa de estar al corriente del 

pago de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social y el justificante del ingreso 

de los gastos de publicidad en el BOE. 

En esta Resolución se señala que la oferta económica es de 0,970 euros por Kg de ropa 

limpia y que en el cómputo de la valoración de la oferta resultante del sobre B es de 

22,90, oferta que alude a la variante de la marca Metalprogetti. 

Cuarto. La Resolución del Director Gerente del Servicio Cántabro de Salud, de 22 de 

marzo de 2013, acuerda la adjudicación del Acuerdo Marco del Servicio de lavandería y 

lencería a la empresa SOEMCA EMPLEO, S.L.U. El acuerdo de adjudicación se notifica 

vía fax el día 26 de marzo de 2013, con una corrección de errores respecto al uso de la 

mención “ropa limpia” en lugar de “ropa sucia”. En esta resolución de adjudicación se 

identifica la oferta relativa al sobre B como la puntuada con 22,90 y, en consecuencia, la 

correspondiente a la marca Metalprogetti. 

Según la documentación que presenta el recurrente, sin que conste en el expediente 

remitido por la Comunidad Autónoma, el día siguiente a la notificación de la resolución de 

adjudicación, el 27 de marzo de 2013, se dicta una resolución de corrección de errores, 

sin identificar al firmante y su condición, indicando que la variante de la oferta presentada 

por SOEMCA, en relación con los equipos de dispensadores automáticos tipo carrusel o 

similares, adjudicada corresponde a la puntuación 23,67 y no a la variante con 

puntuación 22,90. La variante a la que se atribuye 23,67 puntos corresponde a la marca 

LCT y la variante a la que corresponden 22,90 es de la marca Metalprogetti. 
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Quinto. Con fecha de 30 de julio de 2013 la empresa BOAYA, S.L. presenta un escrito 

dirigido al Tribunal en el que se solicita que se tenga en cuenta la presentación del 

recurso antes de la fecha límite marcada y los obstáculos presentados por el Servicio de 

Contratación del Servicio de Salud Cántabro para obtener la documentación necesaria. 

A este escrito se acompañan una serie de documentos anexos. El anexo 4 es un escrito 

dirigido al Servicio de Contratación Administrativa y Gestión de Infraestructuras, del 

Servicio Cántabro de Salud, de 9 de abril de 2013, sin sello de entrada, en el que se 

solicita por la empresa BOAYA, S.L. la revisión del Informe Técnico que confirme y 

explique en detalle la puntuación de los apartados del sobre técnico B. Este documento 

no aparece en el expediente administrativo. A pesar de ello, el informe del Órgano de 

Contratación reconoce que el escrito fue presentado el día 10 de abril de 2013 en el 

Registro del Servicio Cántabro de Salud. 

Sexto. La Secretaría del Tribunal, en fecha 28 de agosto de 2013, dio traslado del 

recurso interpuesto a los restantes licitadores, otorgándoles un plazo de cinco días 

hábiles para que, si lo estimaran oportuno, formulasen las alegaciones que a su derecho 

conviniesen, habiéndolas presentado SOEMCA EMPLEO, S.L.U. en fecha 13 de 

septiembre de 2013, escrito que tuvo entrada en el Registro del Tribunal el día 20 de 

septiembre de 2013, en el que, tras exponer los razonamientos que a la defensa de su 

derecho convienen, concluye solicitando la desestimación del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Primero. La competencia para conocer del recurso especial en materia de contratación 

corresponde a este Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, de 

conformidad con el Convenio de colaboración entre la Administración General del Estado 

(Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas) y la Comunidad Autónoma de 

Cantabria suscrito el 28 de noviembre de 2012 en el marco del artículo 41.3 del TRLCSP 

y publicado en el Boletín Oficial del Estado de 13 de diciembre de 2012. 

Debe recordarse que el artículo 40.1 del TRLCSP dispone que: “serán susceptibles de 

recurso especial en materia de contratación previo a la interposición del contencioso-

administrativo, los actos relacionados en el apartado 2 de este mismo artículo, cuando se 
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refieran a los siguientes tipos de contratos que pretendan concertar las Administraciones 

Públicas y las entidades que ostenten la condición de poderes adjudicadores: 

a) Contratos de obras, concesión de obras públicas, de suministro, de servicios, de 

colaboración entre el Sector Público y el Sector Privado y acuerdos marco, sujetos a 

regulación armonizada. 

b) Contratos de servicios comprendidos en las categorías 17 a 27 del Anexo II de esta 

Ley cuyo valor estimado sea igual o superior a 200.000 euros y 

c) contratos de gestión de servicios públicos en los que el presupuesto de gastos de 

primer establecimiento, excluido el importe del Impuesto sobre el Valor Añadido, sea 

superior a 500.000 euros y el plazo de duración superior a cinco años.” 

El artículo 40.1.a) del TRLCSP incluye a los acuerdos marco sujetos a regulación 

armonizada en el ámbito de aplicación del recurso especial en materia de contratación. 

Así, del precepto no resulta posible concluir que los actos previstos en el artículo 40.2 del 

mismo texto, dictados en procedimientos para la celebración de acuerdos marco no 

sujetos a regulación armonizada sean recurribles a través del recurso especial en materia 

de contratación. 

Asimismo, el artículo 40.1.b) del TRLCSP en el ámbito del recurso especial en materia de 

contratación, a los contratos de servicios no sujetos a regulación armonizada de las 

categorías 17 a 27 del Anexo II de la Ley cuyo valor estimado sea igual o superior a 

193.000 euros, sin incluir los actos que se dicten en el procedimiento para celebrar 

acuerdos marco que den lugar a servicios de las categorías 17 a 27 del Anexo II. 

De ello y mediante una interpretación literal del precepto del artículo 40.1, letras a) y b), 

podría deducirse que no resulta posible extender la competencia del Tribunal a los 

acuerdos marco de contratos de servicios no sujetos a regulación armonizada por 

encontrarse en alguna de las categorías 17 a 27 del Anexo II de la Ley. 

Sin embargo, atendiendo a una interpretación sistemática de la norma la conclusión debe 

ser la contraria. 
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En efecto, aunque cabe afirmar que si el legislador hubiera querido incluir el recurso para 

este tipo de contratos –acuerdos marco no sujetos a regulación armonizada- lo hubiera 

indicado expresamente, tal y como lo hizo en el caso de los acuerdos marco sujetos a 

regulación armonizada en el artículo 40.1.a) del TRLCSP, sin embargo, de dicha 

interpretación se deduciría una conclusión incompatible con el recto sentido que debe 

darse al precepto. De aceptar tal interpretación, estaríamos admitiendo que no a pesar de 

no existir diferencia entre los contratos de servicios contemplados en el Anexo II, 

categorías 1 a 16 y los contemplados en las categorías 17 a 27, sin embargo, los 

acuerdos marco relativos a uno y otro no estarían sujetos a un mismo régimen jurídico. 

Es importante, a este respecto, tener presente que el Acuerdo Marco en aquellos 

procesos de contratación pública en que se recurre a él, no es sino una primera fase del 

mismo, que se completa mediante la celebración del contrato derivado. 

Incluso, insistiendo en este punto, es preciso poner de manifiesto lo contradictorio que 

podría resultar el hecho de que un acuerdo marco pudiera no estar sujeto a la posibilidad 

de recurrir en esta vía y, sin embargo, los contratos derivados del mismo, sí cuando su 

cuantía superara los 200.000,- €. Tal posibilidad supondría que es recurrible el contrato 

pero no el acuerdo en cuya virtud las partes fijan sus condiciones iniciales. 

Estos razonamientos son, por otra parte, una consecuencia inevitable de la aplicación de 

la norma contenida en el artículo 3 del Código Civil a cuyo tenor: “Las normas se 

interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los 

antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser 

aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas”. La exigencia 

del Código de que se atienda “fundamentalmente” al espíritu y finalidad de las leyes, nos 

obliga a llegar a la conclusión anterior. 

Trasladado este análisis sobre la competencia del Tribunal al caso objeto de recurso, la 

conclusión debe ser inexcusablemente declarar la competencia del Tribunal para conocer 

del presente recurso. 

Segundo. Cuestión diferente es la relativa al cumplimiento del requisito de legitimación 

para recurrir de la sociedad BOAYA, S.L. En este concepto la recurrente manifiesta como 

título legitimador la representación en exclusiva de la marca Metalprogetti. Esta marca se 
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corresponde con la máquina dispensadora de uniformidad tipo carrusel o similares que 

debe ofertarse en el sobre B, una de las tres variantes ofertadas por la licitadora 

SOEMCA EMPLEO, S.L.U. y valoradas por el Informe Técnico, asumido por la mesa de 

contratación que funda la propuesta y finalmente la resolución de adjudicación del órgano 

de contratación. 

A los efectos de apreciar la legitimación para recurrir debe acudirse al artículo 42 

TRLCSP, según el cual: “podrá interponer el correspondiente recurso especial en materia 

de contratación toda persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos se 

hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por las decisiones objeto de 

recurso”. 

Tal y como hacen otras resoluciones de este Tribunal nº 232/2011, 57/2012, 288/2012, 

162/ 2013 y 171/2013 al interpretar este precepto, debe considerase la jurisprudencia del 

Tribunal Supremo, plasmada en sentencias de 19 de noviembre de 1993 y 27 de enero 

de 1998, entre otras, acerca del concepto de interés legítimo como equivale a la 

titularidad de una posición de ventaja o de una utilidad pública por parte de quien ejercita 

la pretensión y que se materializa, de prosperar ésta, en la obtención de un beneficio de 

índole material o jurídico, o en la evitación de un perjuicio, con tal de que la obtención del 

beneficio o evitación del perjuicio sea cierta y no meramente hipotética. 

El criterio del legislador es considerar el presupuesto de legitimación con carácter amplio. 

Y así, el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional han precisado en sus sentencias 

el concepto de interés legítimo de manera amplia. En efecto, la sentencia del Tribunal 

Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo) de 20 mayo de 2008 expone lo 

siguiente: “Para resolver la cuestión de la legitimación y como reconocen las partes, debe 

tenerse en cuenta que en el orden Contencioso-Administrativo, superando el concepto de 

interés directo a que se refería el artículo 28 de la Ley de Jurisdicción de 1956, viene 

determinada por la invocación en el proceso de la titularidad de un derecho o interés 

legítimo [artículo 24.1 C.E. y artículo 19.1.a) Ley 29/1998 que suponga una relación 

material entre el sujeto y el objeto de la pretensión, de manera que la estimación del 

recurso produzca un beneficio o la eliminación de un perjuicio que no necesariamente ha 

de revestir un contenido patrimonial (Sentencia 29-06-2004). Como señala la sentencia 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL
 
DE RECURSOS CONTRACTUALES
 

Expdte. TACRC – 409/2013 CAN 029/2013 



  8 

  

  

 

  

 

  

   

    

   

 

        

     

 

       

     

 

      

 

      

     

 

     

  

   

 

  

 

  

 

   

  

 
 

de 19 de mayo de 2000, el mismo Tribunal Constitucional ha precisado que la expresión 

«interés legítimo», utilizada en el artículo 24.1 de la Norma Fundamental, aun cuando sea 

un concepto diferente y más amplio que el de «interés directo», ha de entenderse referida 

a un interés en sentido propio, cualificado o específico (sentencia del Tribunal 

Constitucional 257/1989, de 22 de diciembre), lo que en el ámbito de esta Sala del 

Tribunal Supremo ha llevado a insistir que la relación unívoca entre el sujeto y el objeto 

de la pretensión (acto impugnado), con la que se define la legitimación activa, comporta 

el que su anulación produzca, de modo inmediato, un efecto positivo (beneficio) o 

evitación de un efecto negativo (perjuicio) actual o futuro, pero cierto (sentencia de este 

Tribunal Supremo de 1 de octubre de 1990), y presupone, por tanto, que la resolución 

administrativa pueda repercutir, directa o indirectamente, pero de modo efectivo y 

acreditado, es decir, no meramente hipotético, potencial y futuro, en la correspondiente 

esfera jurídica de quien alega su legitimación y, en todo caso, ha de ser cierto y concreto, 

sin que baste, por tanto, su mera invocación abstracta y general o la mera posibilidad de 

su acaecimiento (SSTS de 4 de febrero de 1991, de 17 de marzo y 30 de junio de 1995 y 

12 de febrero de 1996, 9 de junio de 1997 y 8 de febrero de 1999, entre otras muchas; 

SSTC 60/1982, 62/1983, 257/1988, 97/1991, 195/1992, 143/ y ATC 327/1997).” Especial 

interés reviste la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 octubre 2003, que resume la 

doctrina jurisprudencial del mismo en relación con esta cuestión, recogiendo los 

argumentos establecidos en la Sentencia más arriba reproducida a los que debe añadirse 

la siguiente consideración: “Salvo en los supuestos en que el ordenamiento reconoce 

legitimación para ejercer la acción pública, no basta como elemento legitimador bastante 

el genérico deseo ciudadano de la legalidad, pues es necesaria una determinada relación 

con la cuestión debatida ya que, como señaló la sentencia de esta Sala de 26 de 

noviembre de 1994 (RJ 1994, 9331, la legitimación «ad causam» conlleva la necesidad 

de constatar la interrelación existente entre el interés legítimo invocado y el objeto de la 

pretensión, o como dijo la Sentencia de 21 de abril de 1997 ( RJ 1997, 3337), se parte del 

concepto de legitimación «ad causam» tal cual ha sido recogido por la doctrina como 

atribución a un determinado sujeto de un derecho subjetivo reaccional, que le permite 

impugnar una actuación administrativa que él considera ilegal, y que ha incidido en su 

esfera vital de intereses y la defensa de ese derecho requiere, como presupuesto 

procesal, que el acto impugnado afecte, por tanto, a un interés del recurrente.” Es cierto 
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que, a la luz de la jurisprudencia anteriormente expuesta,  debe considerarse  que el  

vigente artículo 42 del  TRLCSP permite recurrir a los licitadores y aspirantes a serlo o  

colectivos que les agrupen o representen, así como a quienes tengan un interés legítimo  

distinto al de obtener la  adjudicación.   

En el caso que nos ocupa,  la sociedad recurrente BOAYA,  S.L., no es licitadora en el  

Expediente  de contratación  sino que actúa,  según afirma,  sin acreditación alguna de este  

extremo,  como representante en exclusiva de la  Marca Metalprogetti en España. Esta 

marca,  como se indicó en esta resolución,  corresponde a una de las variantes ofertadas  

como dispensadores  automáticos  de uniformidad  tipo carrusel  o similar  por  la licitadora.  

No obstante, este Tribunal no puede suponer  la certeza de estos hechos  que derivarían,  

de acreditarse, de una relación entre BOAYA, S.L. y el titular de la marca Metalprogetti y  

mucho menos  debemos suponer  las consecuencias que esta relación, que s e dice de  

representación exclusiva,  pudiera tener  en el suministro de las  maquinas dispensadoras a  

la  que se obliga la adjudicataria,  SOEMCA EMPLEO,  S.L.U.  

No sólo se plantea un problema de prueba de los  hechos  que alega y  que corresponde al  

que lo alega y permitirían la aplicación del artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de  

noviembre, sino también de fondo lo que nos lleva a preciar una segunda causa de  

inadmisión.   

La cuestión de fondo  resulta de que  admitir  la exclusividad de BOAYA,  S.L.  en un  

eventual suministro de productos de la marca Metalprogetti, no conduce necesariamente  

a que la licitadora haya de adquirir  tales  productos.  Son diversas  las  situaciones  que  

podrían provocar el suministro de la maquinaria sin que la empresa BOAYA, S.L.  

participara. Sin ser este el momento oportuno para especular  sobre ello, a efectos  

didácticos  es  posible pensar  que la licitadora fuera propietaria de las  máquinas  o,  incluso,  

podría adquirirlas con infracción de derechos de exclusiva, que,  en todo caso,  queda en  

el  ámbito de las  relaciones  jurídicas  entre terceros  que,  sin perjuicio de las  reclamaciones  

a las que pudieran dar lugar, no inciden en la relación contractual entre la Administración  

y  su licitadora.  Así,  el  eventual  interés  que aduce la recurrente entra en el  concepto de  

mero beneficio económico hipotético o  potencial,  en el  caso de que la licitadora tuviera  
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que adquirir la maquinaria. Este potencial beneficio podría ser esperado por  cualquiera  

que tuviera máquinas dispensadoras del tipo ofertado, bien sean empresarios dedicados  

a su distribución o terceros propietarios que quisieran trasmitir  la maquina dispensadora.  

Por lo expuesto debe concluirse que la sociedad BOAYA, S.L. no justifica, en los términos  

que exige la jurisprudencia del  Tribunal  Supremo,  un beneficio o un perjuicio efectivo y  

acreditado  que,  en ningún caso,  pudiera considerarse cierto y concreto.  

Por lo expuesto, y sin perjuicio de la primera  causa de inadmisión advertida,  procedería 

acordar la inadmisión por  falta de legitimación del recurrente sin necesidad de trámite de  

subsanación.  

Por todo lo anterior,  

VISTOS  los preceptos legales de aplicación,  

ESTE  TRIBUNAL, en sesión celebrada en el día de la fecha,  ACUERDA:  

Primero.  Inadmitir  el recurso interpuesto  por  D. A.B.A.  en representación de la Sociedad 

BOAYA, S.L.  contra la Resolución de  Adjudicación del  expediente de contratación  

Procedimiento Abierto  2012.2.CC.04.03.0001 correspondiente al  “Acuerdo Marco de los  

Servicios  de lavandería y  lencería,  reservado a centros  especiales  de empleo”  convocado  

por  el Servicio Cántabro de Salud,  por  falta de legitimación en la mercantil  recurrente.  

Segundo.  Levantar  la suspensión del  procedimiento producida de conformidad con  el  

artículo 45 del  TRLCSP.  

Tercero.  Declarar  que  no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la  

interposición del  recurso,  por  lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el  

artículo 47.5 del  TRLCSP.  

Esta resolución es definitiva en la  vía administrativa y contra la misma cabe interponer  

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del  
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Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, en el plazo dos meses, a contar desde el día 

siguiente a la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 11, letra f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 

Jurisdicción Contencioso- administrativa. 
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